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Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por la entidad accionada (Seguro Social), contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, el día dieciocho (18) de noviembre de dos mil cinco (2005), dentro de la acción constitucional interpuesta de manera directa por la Dra. ELOÍSA DUSSÁN DE MORALES.  

1.- SOLICITUD 

Los fundamentos básicos narrados por la actora fueron: 

- Ha laborado al servicio del Estado Colombiano desde el año 1975 hasta la fecha, con desempeño de varios cargos en la Rama Judicial y en la Fiscalía General de la Nación donde actualmente labora. Solamente hubo solución de continuidad laboral entre el primero (1º) y el treinta (30) de agosto de mil novecientos setenta y cinco (1975), y del primero (1º) de septiembre de mil novecientos setenta y nueve (1979) al quince (15) de mayo de mil novecientos ochenta y dos (1982).

-  Ha cotizado desde el doce (12) de marzo de mil novecientos setenta y cinco (1975) (excepto en los períodos que permaneció desvinculada, ya mencionados) a CAJANAL, a los Fondos Privados de Pensiones PORVENIR y COLPATRIA, lo mismo que al Seguro Social.

- Al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, tenía más de treinta y cinco (35) años de edad y más de quince (15) de servicio en la Rama Judicial, por tanto, la cobija el régimen de transición contemplado en el artículo 36 ídem.

- Desde el cinco (5) de junio de dos mil tres (2003), envió derecho de petición al Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del Seguro Social Seccional Risaralda, mediante el cual solicitaba el reconocimiento de su pensión; al no ser contestado, interpuso acción de tutela que concluyó mediante la orden a tal dependencia para que diera la respuesta pedida. En esa ocasión, el Seguro profirió la resolución No. 3603 del catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004) que negó la prestación con fundamento en que sólo había cotizado 823 semanas, de lo cual dice la actora, se le desconoció su tiempo de servicio, superior a veintisiete (27) años. Además, según se afirma en la acción, de manera errónea y retroactivamente se le aplicó el Decreto 3800 de 2003, ya que se concluyó que el Fondo Privado al que estuvo afiliada no había expedido el Bono Pensional y hasta tanto eso ocurra y se efectúe el cálculo actuarial que evalúe los rendimientos durante el tiempo en que estuvo en el sistema de ahorro individual, no se puede reconocer la pensión. Frente a ello, estima la accionante que el artículo 9 de la Ley 797 que modificó la Ley 100 en su artículo 33 prohíbe a las Cajas y Fondos negar las pensiones argumentando que no se les ha expedido el bono pensional, y que el Seguro no tuvo en cuenta que el Fondo Privado Porvenir desde el doce (12) de julio de dos mil cuatro (2004) les había trasladado los aportes que cotizó mientras estuvo afiliada a tal entidad privada. 
-  Por intermedio de apoderado, de manera extrajudicial presentó requerimiento para obtener su pensión desde el veintitrés (23) de junio de dos mil cinco (2005), el cual no fue contestado. En resumen, acota que lleva más de dos (2) años solicitando su pensión, sin que se le haya reconocido, a pesar de reunir de sobra los requisitos para tal fin. De manera general, también relata que el Seguro le desconoce una parte considerable de sus peticiones entre los años 1994 y 2003, es decir, nueve (9) años de cotizaciones, así como el período comprendido entre el primero (1º) de marzo de mil novecientos noventa (1990) y el veintiocho (28) de febrero de mil novecientos noventa y uno (1991), lapso durante el cual se desempeñó como Juez de Instrucción Criminal. Señala también que se le están aplicando disposiciones que no tienen por qué regir su situación, en claro desconocimiento del principio que garantiza una aplicación favorable, máxime cuando el Decreto 3800 de 2003 debe regir hacia futuro.

- Solicita entonces, que se le ampare su mínimo vital, para poder retirarse a descansar y disfrutar de su pensión de vejez, evitándole un perjuicio irremediable, debido a la vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, pensión de vejez, dignidad humana, derecho de petición, igualdad y a la seguridad social, por el tratamiento de que ha sido objeto como funcionaria judicial, que entregó su vida al servicio de la Patria. 
- Que en esos términos, se debe decretar la nulidad de la resolución 3606 del catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004) y ordenar al Seguro Social en el término fijado por el funcionario judicial, le sea reconocida su pensión de vejez y se le liquide su pensión con los siguientes lineamientos: Debe corresponder al 75 % de la asignación mensual más elevada durante el último año de servicios, deberá incluir además del salario básico, los gastos de representación y todas las sumas que habitual y periódicamente recibe por su trabajo, tales como prima especial de servicios prestados, prima de navidad, prima vacacional, bonificación por servicios y prima técnica. Deberá reconocérsele también el 6% más debido a que el cargo que desempeña como Fiscal Seccional es de alto riesgo (Decreto 1835 de 1994 art. 2 y 140 de la Ley 100), así como un 2% adicional por cada 50 semanas cotizadas por encima de las primeras 1000. Deben tenerse en cuenta las normas del  Decreto 546 de 1971, Decreto reglamentario 2527 de 2000, Decreto 717 de 1978, artículo 53 de la Constitución y el Código Sustantivo del Trabajo.

Cita en apoyo de sus pretensiones, decisiones de esta misma Sala, donde se ordenó el amparo pedido por otros empleados de la Rama, así como jurisprudencia de la Corte Constitucional atinente a las vías de hecho en los actos administrativos proferidos con ocasión de las solicitudes de reconocimiento de pensión y al mínimo vital. Estima que el Seguro Social ha excedido con creces el término concedido por la Ley para que se pronuncie sobre la solicitud de reconocimiento de pensión efectuada.
2.- SENTENCIA 

Luego de vincular a la entidad accionada y obtener su respuesta, el Juzgado de instancia accedió a lo pedido por el Seguro Social y ató al trámite a los Fondos de Pensiones BBVA HORIZONTE y PORVENIR S. A., de quienes también recibió las respectivas contestaciones. 
Estimó la señora falladora que en verdad se presentaba una vulneración de los derechos fundamentales de la actora, por las siguientes razones: 
Estaba demostrado el tiempo de servicio invocado por la accionante para acceder a la prestación económica y la existencia de una vía de hecho administrativa, dado que si se sumaba todo el lapso laborado, tenía acreditados más de veintisiete (27) años sin contar el período comprendido entre el treinta (30) de junio de dos mil cinco (2005) y la fecha de proferimiento del fallo, desempeñado en el cargo de Fiscal Quinta de la Unidad de Vida delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira.
Era claro que en el caso de la accionante debía aplicarse el régimen de transición, toda vez que al entrar en vigencia el Sistema General de Seguridad Social, contaba con más de treinta y cinco (35) años de edad. Por demás, era necesario aplicarle las normas del Decreto 546 de 1971 en concordancia con su Decreto Reglamentario No. 1660 de 1978, que regulaba la forma en que debía liquidarse la pensión de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, tal como había sido señalado en el acápite pertinente del escrito de demanda. Sobre este particular, también coligió que se había incurrido en otra vía de hecho susceptible de amparo constitucional al no haberse aplicado lo dispuesto en las disposiciones señaladas, que además, se encontraban plenamente vigentes.

Se ocupó enseguida de analizar las garantías aludidas por la actora y sobre la seguridad social en pensiones, estimó que la señora ELOISA DUSSAN DE MORALES tenía el status de jubilada y por consiguiente no se le podía restringir ese derecho. El no reconocerse oportunamente la pensión, constituía una violación de tal prerrogativa, que de contera, tenía aparejada la vulneración por conexidad de otras a saber:
Derecho al mínimo vital: por estar la actora laborando al servicio de la Fiscalía y percibir ingresos económicos, no significaba que no existiere vulneración, porque como lo señalaba la jurisprudencia, la calificación de tal derecho era cualitativa y no cuantitativa y por tanto, acorde con las condiciones de vida de la afectada / Derecho de igualdad: no se le había dado un trato de igualdad ante la Ley, ya que se le ha discriminado al no reconocérsele el régimen de transición y no acatar los términos perentorios para reconocer la prestación aludida./ Derecho de petición: Era grave que a una aspirante a pensionarse no se le resolviera de fondo su pretensión, dándose solamente respuestas formales, sin resolver materialmente. Tampoco era adecuado el no reconocimiento de la pensión, cuando el comportamiento administrativo debió caracterizarse por la prontitud, ante lo cual dos (2) años de demora era un tiempo excesivo. Frente a ello, no podía esgrimirse que hiciera falta la devolución de los aportes con la relación de los mismos, porque era información con la cual ya contaba la entidad, tal como se desprendía de las respuestas suministradas por BBVA HORIZONTE y PORVENIR, lo que infirmaba lo argüido por el Seguro Social. Por tanto, la respuesta debía ser de conformidad con el derecho sustancial en alusión al artículo 228 constitucional y al no darse, se presentaba una vulneración del derecho de petición en su contenido material./ Debido proceso: No se le reconoció el derecho de transición, lo cual era considerado una vía de hecho, además, ante la orden de un Juez de Tutela para que cesara una violación, se respondió con otra vulneración, que consistió en negar la pensión con fundamento en demoras y trámites administrativos, imputables precisamente a la entidad y no a la peticionaria. Por demás, se estaban aplicando al caso, normas que le resultaban desfavorables, cuando se debía tener en cuenta el contenido del artículo 1º de la Ley 33 de 1985.

Con fundamento en tales planteamientos, concedió el amparo deprecado y ordenó que en el término de diez (10) días, el Seguro Social reconociera la pensión de vejez a la señora ELOÍSA DUSSÁN DE MORALES. De contera, el Juez Constitucional, decretó la nulidad de la resolución No. 3606 del catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004), emanada del Departamento de Atención al Pensionado del Seguro Social. Respecto de las otras entidades accionadas (BBVA HORIZONTE y PORVENIR), dispuso su desvinculación.  
3.- IMPUGNACIÓN

La Jefe del Departamento de Pensiones del Seguro Social, muestra su disenso frente al fallo proferido, básicamente en lo siguiente:

Censura la declaratoria de nulidad de la resolución número 3606 del catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004), sin tener en cuenta que para el reconocimiento de las prestaciones económicas se tienen que cumplir los presupuestos legalmente establecidos. Hace referencia al carácter de subsidiaria de la acción de tutela, caso en el cual sus efectos son temporales, al quedar el asunto supeditado a la decisión de fondo que profiera la autoridad competente. Por tal razón, se debe agotar el procedimiento dispuesto por la Superintendencia Bancaria en lo relacionado con el detalle individual que deben enviar los Fondos Privados de Pensiones, tal como se explicó en oficio previo cuya copia se reitera.

No se ha podido obtener respuesta de las Administradoras de Fondos Privados PORVENIR y COLFONDOS -sic-, así como de la devolución de aportes que debe hacer el Dr. OSCAR PARDO SARMIENTO, ya que sin tal información, la Seccional no puede decidir sobre las pretensiones objeto de la petición elevada. En tal sentido, sigue insistiendo en la vinculación de los arriba mencionados Fondos de Pensiones Privados.
Señala que el Seguro ha seguido al pie de la letra el procedimiento establecido por la normatividad vigente, en este caso, la accionante debe ajustarse al trámite y no acudir a este mecanismos con la intención de darle celeridad a su petición.

Resalta que el Despacho Judicial no cuenta con los elementos de juicio necesarios para determinar que la señora ELOISA DUSSAN DE MORALES tiene derecho a la pensión solicitada. Al ordenar al ISS el pago de una prestación sin el lleno de los requisitos legales establecidos para el efecto, se estaría superando la competencia del Juez de Tutela, al aceptarse una vía alterna mediante la cual se desautorizan los procedimientos legales y administrativos que conlleva el trámite regular. Así las cosas, y frente a la posibilidad de hallarse frente a una decisión arbitraria colapsaría el Sistema General de Pensiones y se vulnerarían de paso los derechos de la entidad y de las personas con derecho a las pensiones. Por demás, señaló la naturaleza pública de los aportes y sus rendimientos, con lo cual de concederse una pensión en los términos señalados, se estaría vulnerando el derecho fundamental constitucional
 a no ofrecer igualdad de oportunidades.
Trae a colación cita jurisprudencial, que considera asimilable al presente evento, en lo que hace con la extralimitación de competencias en que incurrió el Despacho Judicial. Finalmente, aduce que el Juzgado está incurriendo en una vía de hecho, con una decisión contraria a la Constitución y la Ley, que desconoce el debido proceso. Considera además, que se está actuando arbitrariamente contra el Seguro Social al desconocer la información que se ha suministrado, dado que al parecer los argumentos expuestos en su respuesta no fueron tenidos en cuenta al momento de proferir el fallo. Solicita en consecuencia, la revocatoria del proveído por no ajustarse a derecho.

4.- SE CONSIDERA
4.1- Derecho a la pensión. 

No puede desconocer la Sala que parte de la argumentación contenida en el escrito de tutela presentado, hace referencia directa a decisiones adoptadas por esta Corporación en casos donde estaba en entredicho el reconocimiento o reajuste de la pensión de vejez de personas con vinculación a la Rama Judicial del Poder Público. Es por ello, que ab initio será pertinente hacer referencia a este tópico, en aras de buscar un cabal entendimiento de la posición actual de la Sala y de la decisión que aquí se va a tomar.

Es pertinente destacar, que con fundamento en decisiones de la Corte Constitucional referentes a la vía de hecho administrativa cuando no se aplicaban las especiales regulaciones que cobijaban las pensiones de los integrantes de la Rama Judicial, en algunas ocasiones se optó por conceder el amparo y ordenar la liquidación de la pensión en los términos contemplados en el Decreto 546 de 1971. Empero, recientes decisiones de la misma Corte  han centrado la atención acerca de no ser suficiente tal omisión para que se proceda a brindar la protección constitucional deprecada y que además, deben analizarse otros requisitos. Por ejemplo, en la sentencia T-776 del 27 de julio de 2005, con ponencia del Magistrado Dr. Alfredo Beltrán Sierra, se expuso:

La jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela no procede para obtener la reliquidación de mesadas pensionales. Sin embargo, en ciertos casos y de manera excepcional ella puede constituir el mecanismo idóneo para proteger transitoriamente los derechos invocados, pero su procedencia está condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos: a) Que la persona haya agotado los recursos en sede administrativa y la entidad mantenga su decisión de no reconocer el derecho. b) Que se hubiere acudido ante la jurisdicción respectiva, se estuviere en tiempo de hacerlo o ello fuere imposible por motivos ajenos al peticionario. c) Que además de tratarse de una persona de la tercera edad, ésta demuestre la amenaza de un perjuicio irremediable, esto es, que el perjuicio afecte la dignidad humana, la subsistencia en condiciones dignas, la salud, el mínimo vital, que existan lazos de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría demasiado gravoso. d) En concordancia con lo anterior, para determinar si la acción de tutela es o no procedente como mecanismo transitorio, no resulta suficiente invocar fundamentos de derecho, sino que son necesarios también fundamentos fácticos que den cuenta de las condiciones materiales de la persona. En caso contrario, el asunto adquiere carácter estrictamente litigioso y por lo mismo ajeno a la competencia del juez de tutela”
.
Como se ve, la línea jurisprudencial de la Corte en este punto se ha perfeccionado al exigir la contemplación de otros factores que no fueron tenidos en cuenta en las decisiones antes mencionadas, con lo cual, la Sala, se vio precisada a adoptar tal criterio y procedió a considerar tales aspectos entratándose de acciones de tutela que involucren el reconocimiento de ajustes en las pensiones de los servidores de la Rama Judicial y aún, de otras ramas del poder público con regímenes especiales, habida cuenta que un discernimiento similar se había adoptado para estos últimos 
.

De entrada entonces, tenemos que decir que tal como ha quedado definido por la reciente jurisprudencia, lo atinente con el reconocimiento de pensiones es un asunto que normalmente escapa al conocimiento de los Jueces de tutela, excepto en los precisos casos contemplados. Así las cosas, los cambios sustanciales que observa el Tribunal en la jurisprudencia actual, los podemos concretar en: 1)- YA NO ES SUFICIENTE CON DEMOSTRAR LA VÍA DE HECHO PARA LA PROSPERIDAD DE LA TUTELA, y 2)- EL ANÁLISIS DEL MINIMO VITAL VA LIGADO A LA CONSIDERACIÓN DE PERTENECER LA PESONA A LA TECERA EDAD
.
Esos son por tanto los nuevos dos parámetros jurisprudenciales que han obligado a este Tribunal a variar su posición en los temas pensionales, como ya se había anunciado de manera expresa en decisión del dieciocho (18) de octubre de 2005, radicación 66001310400120050007301, con ponencia de quien ahora ejerce igual función.
Ahora sí entremos a valorar lo que es el tema concreto materia de discusión en este caso, que no es otro que el argumento esgrimido por el Seguro Social para negar la pensión que la actora ha solicitado insistentemente desde hace un buen tiempo, consistente en la ausencia del envío del DETALLE INDIVIDUAL que tenían que hacer los Fondos Privados de Pensiones, antes de proferir el acto administrativo pertinente.
Al respecto, es oportuno mencionar que la jurisprudencia ha sido supremamente clara en determinar que la falta de trámites administrativos no puede ser usada como excusa válida para negarse a proferir la decisión que corresponde tomar, e incluso, para no otorgar la pensión que se pide.
Si bien, la exculpativa del Seguro Social para negarse a reconocer la pensión, no se refiere de manera directa a un bono pensional, si lo hace indirectamente, toda vez que dentro de un normal entendimiento de las exigencias para otorgar la pensión, se puede concluir que el cálculo actuarial, guarda ineludible semejanza con el bono. Para comprobar tal afirmación, basta mirar lo que al respecto ha manifestado la Corte: 
De esta manera, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación los procedimientos lentos e ineficientes de las entidades encargadas de solicitar y de expedir el bono pensional no pueden constituirse en un perjuicio para el futuro pensionado
[8].

 

El cálculo actuarial tiene una naturaleza altamente semejante a los bonos pensionales en la medida en que también constituye un soporte financiero para que el Seguro asuma el pago de la pensión. Como ya se ha señalado, a pesar de ser legítima la exigencia de este tipo de soportes financieros a las entidades obligadas de cancelarlas esto no puede obstaculizar el reconocimiento y pago de una pensión.

Pero además, también ha sido claro el máximo órgano de cierre en materia constitucional, en que hoy por hoy, solamente procede la orden para el reconocimiento de una pensión, por medio de la acción de tutela, cuando se trate de personas pertenecientes a la tercera edad, en las cuales se evidencie la afectación del mínimo vital. A una tal conclusión se llega, por ejemplo al estudiar lo conceptuado aquí:

Además, vista la respuesta dada por BANCOLDEX al juez de conocimiento de esta tutela, se observa que el accionante al momento de interponer la presente tutela, contaba con tan solo cuarenta y nueve (49) años de edad, elemento de juicio que permite considerar que es una persona que no requiere una especial protección que justifique la viabilidad de la acción de tutela, protección especial que por el contrario, si se predica de las personas de la tercera edad, además, el actor no acreditó -como ya se dijo-, la inminencia de un perjuicio irremediable, o la afectación concreta de sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y al mínimo vital.

O en este otro aparte, encontrado en la sentencia T-970 del 22-09-2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, donde se afirma, en caso con connotaciones un tanto similares al que ahora nos ocupa:
Conforme a lo expuesto en la parte considerativa, estima esta Sala que el Seguro Social no puede excusarse en el trámite administrativo que debe realizarse con el cálculo actuarial como disculpa para negar el pago de la pensión de vejez de la señora María Nidia Alzate Cifuentes. Han transcurrido año y nueve meses (27 de octubre de 2003 a la fecha), en que a la accionante no se le ha reconocido su derecho a recibir la pensión de vejez, a pesar de que cumple con los requisitos.

 

Por lo tanto, es necesario señalar que se encuentra probada la afectación del mínimo vital de la actora con la omisión del Seguro Social, pues ésta es de la tercera edad y el Seguro no probó que cuenta con otros ingresos para su subsistencia.

Tampoco resulta evidente, que en el caso a estudio, se presente un perjuicio irremediable que obligue al reconocimiento de una pensión, factor que exige su demostración en orden a considerar la tutela como mecanismo idóneo, de carácter transitorio, para impedir ya sea su configuración o su prolongación. Al punto, es conveniente traer a colación cita jurisprudencial, donde de nuevo, aparece la ya recurrente alusión a las personas de la tercera edad:

iii.) En cuanto a que “además de tratarse de una persona de la tercera edad, ésta demuestre la amenaza de un perjuicio irremediable, esto es, que el perjuicio afecte la dignidad humana, la subsistencia en condiciones dignas, la salud, el mínimo vital, que existan lazos de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría demasiado gravoso”, este requisito no fue probado por ninguna de las demandantes, es decir, ninguna manifiesta su edad ni invoca su condición de persona de la tercera edad, así como tampoco aportan prueba alguna de la amenaza o la ocurrencia de un perjuicio irremediable. No se encuentra acreditada la afectación del mínimo vital o de la vida en condiciones dignas de las demandantes, pues no obra en el plenario ninguna prueba sobre su estado de salud o su precaria situación económica, que permita establecer que la no reliquidación de su pensión les está irrogando ese perjuicio. Así pues, por este concepto no se cumpliría con este presupuesto para la procedencia de la acción de tutela.

Ahora bien, si bien es cierto, la actuación del Seguro Social respecto de la petición del reconocimiento de la pensión, no ha estado caracterizada por los principios de la eficiencia, eficacia, celeridad entre otros, connaturales a la administración pública, máxime en una entidad que se debe a sus usuarios, no lo es menos que el caso puesto a consideración, no permite que el Juez de Tutela se irrogue la atribución de determinar motu proprio  la satisfacción de los requisitos exigidos para el otorgamiento de la pensión por vejez que ha solicitado la señora DUSSÁN DE MORALES, en particular por no tratarse de una persona de la tercera edad y, en consecuencia, no haberse demostrado la vulneración del mínimo vital en los términos exigidos por la Corte. 
Estima la Sala, que un tal criterio es sano, en la medida que garantiza que sean las autoridades competentes, las que tomen este tipo de decisiones y, además, evita un desbordamiento de los poderes de los cuales se ha investido a todos los funcionarios judiciales de la República con capacidad de actuar como Jueces Constitucionales.




Con fundamento en los nuevos referentes jurisprudenciales ya citados y que el Tribunal se vio en la obligación de acatar (como ya quedó esclarecido), estima la Sala que no es oportuno disponer, como lo hizo la señora Juez de primera instancia (obviamente en cumplimiento a las orientaciones de la línea jurisprudencial ya superada), la expedición de un acto administrativo positivo por parte del Seguro y referente a la pensión de vejez que solicita la actora, en el entendido que es el Seguro Social quien tiene la facultad para verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos en orden a otorgar o negar tal prestación económica. 
Mucho menos, es hoy por hoy procedente la declaratoria de nulidad que se hiciera respecto de la resolución número 3606 del catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004), por lo siguiente:
Es innegable que debe partirse necesariamente de los conceptos de autonomía e independencia con que deben actuar todas las entidades del Estado, a quienes dicho sea de paso, se les ha facultado para proferir determinadas decisiones. Por consiguiente, una declaratoria de nulidad como la que se ha proferido rebasa la esfera de competencia del Juez Constitucional y vulnera principios como el debido proceso, dado que como se dijo antes, son decisiones que debe tomar directamente la entidad autorizada para ello.

En el subjudice, este criterio tiene capital importancia, porque si se observa detenidamente la citada resolución, se tiene que fue producto de una decisión judicial precisamente tomada por un Juez de Tutela, quien ordenó al Seguro que se pronunciara sobre la petición de pensión de vejez elevada. Nótese cómo no se evidencia que contra tal manifestación de voluntad unilateral de la entidad accionada, se hubiere interpuesto recurso alguno, aunque en su parte resolutiva, en concreto, se especificó que contra tal resolución procedía el recurso de reposición ante el Jefe del Departamento de Pensiones, y el de apelación, ante la Gerente de Pensiones y Protección Riesgos Laborales, tal como aparece en la copia que obra en el folio 64 del cuaderno pertinente. Significa lo anterior, que no se agotó la vía gubernativa y, por tanto, ese acto administrativo está en firme y goza de la presunción de legalidad que ampara a este tipo de decisiones.

No significa lo anterior, que la Sala convalide el contenido de tal resolución, porque es muy probable que para el momento en que se expidió ya la actora hubiere satisfecho las exigencias para acceder a la pensión que le fue negada. No obstante, no puede dejar de abonársele a tal acto, que así sea posiblemente errónea su fundamentación, al tener la motivación suficiente y ser expedido por un funcionario público en cumplimiento de sus funciones, está perfectamente capacitado para producir los efectos jurídicos que en su momento consolidó, entre otras razones por la inercia de la directa interesada en las resultados del asunto, que como ya se sabe, nunca estuvo de acuerdo con lo esbozado en tal determinación.
Pero además, respecto de tal documento, la acción de tutela ha perdido su eficacia, dado que por el transcurso del tiempo, adolece de una de sus connotaciones más importantes, como es la inmediatez, razón por la cual cualquier vulneración que se haya podido materializar en su confección, se ha consolidado por el transcurso del  tiempo.
Por consiguiente, lo que se impone en caso de seguir la intención de atacar tal acto administrativo, es acudir a la acción de nulidad, contemplada en el Código Contencioso Administrativo, acción que como es sabido no prescribe en el tiempo, siendo factible todavía ejercitarse. Con fundamento en tales planteamientos, se procederá a revocar lo pertinente con la declaratoria de nulidad que se dispuso sobre esa resolución en concreto.
4.2.- Derecho de petición. 

Uno de los pilares de un Estado Social de Derecho, lo constituye el pleno ejercicio de la facultad de elevar peticiones a las autoridades, en el entendido que se obtendrá una respuesta oportuna, favorable o desfavorable, que permita establecer sin lugar a dudas la posición del ente requerido sobre el objeto de la solicitud. En la sentencia C-510 de 2004
, la Corte expresó, con reiteración de su propia jurisprudencia:
“i) es un derecho fundamental determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. En este sentido ha precisado que mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión; ii) su contenido esencial comprende los siguientes elementos: a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico; c) la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y d) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con independencia de que su sentido sea positivo o negativo.”

En materia pensional, esta garantía adquiere especial trascendencia dado que precisamente quien considera que ha reunido las exigencias para acceder a tal prestación, tiene derecho a que el asunto sea definido lo más prontamente posible, sin que haya lugar a dilaciones injustificadas que entorpezcan su voluntad e incluso necesidad de quedar cesante. Es por ello, que a pesar de los intrincados trámites internos que se deben desarrollar, se han estimado unos términos máximos para que las entidades encargadas de reconocer pensiones, se pronuncien de fondo sobre tal pretensión. En reciente decisión se plasmó: 
Así, de acuerdo a una interpretación normativa, se ha establecido que existen los siguientes:
“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001”
. 
En este orden de ideas, cualquier desconocimiento de los términos de rango legal, arriba enunciados, acarrea la vulneración del derecho de petición, siendo la acción de tutela el mecanismo idóneo para protegerlo. Asimismo, la vulneración a la pronta resolución, como elemento del núcleo esencial del derecho fundamental de petición en materia pensional, se configura cuando la autoridad encargada de resolver este tipo de solicitudes incumple los términos atrás expuestos.

Si se tiene en cuenta que la última petición elevada por la accionante, que por demás es la que ahora nos interesa, se presentó el día veintitrés (23) de junio de dos mil cinco (2005), resulta evidente que los términos anteriormente mirados, se encuentran más que vencidos, ya que por ejemplo, el plazo máximo para que en efecto se produjera el pago, en caso de concederse la prestación, habrían vencido el pasado veintiocho (28) de diciembre.
En ese orden de ideas, es innegable que el Seguro Social sin justificación aceptable, incumplió su obligación constitucional y legal de proveer una respuesta concreta a lo peticionado por la accionante, con lo cual, es apenas entendible que la haya sumido en una situación de incertidumbre y desesperanza frente a su futuro inmediato, en vista de que ya no desea seguir laborando y por el contrario, precisa de la tranquilidad y bienestar que su situación de retiro le pueda proveer, pretensión que se ha visto truncada por la negligencia con que ha actuado el Seguro Social en el presente asunto.

Esta afirmación que podría parecer ruda, es el resultado obvio de lo que la Sala advierte en el trámite adelantado, dado que contrario a lo manifestado por la impugnante, la supuesta omisión allí atribuida a los Fondos de Pensiones Privados, no pasa de ser una inadmisible excusa ante la fuerza de los hechos que señala que desde el mismo once (11) de noviembre pasado –mucho antes de proferirse el fallo de primer grado-, se envió por parte de PORVENIR la información requerida al Seguro Social, mediante comunicación dirigida al Dr. OSCAR PARDO SARMIENTO (el mismo que supuestamente la debe remitir, de conformidad con lo expresado en la impugnación) en su calidad de Coordinador de la Devolución de Aportes (así se ve en el folio 78); pero además, desde el trece (13) de septiembre de dos mil cinco (2005) ya había quedado definido que era al ISS al que correspondía tramitar y decidir la prestación económica de varios afiliados entre los que se encuentra la aquí accionante (fl. 5 cuaderno de anexos).
Con fundamento en lo anterior, deviene entonces que quedó debidamente acreditada la vulneración del derecho de petición en materia pensional en cabeza de la señora ELOISA DUSSAN DE MORALES y lo que se impone es impartir la orden, para que el Seguro Social se pronuncie de fondo sobre la solicitud de reconocimiento de pensión de vejez elevada.










4. 3. Conclusiones 

- Se revocará la orden impartida en el fallo de tutela, referente con la nulidad de la resolución número 3606 expedida el catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004).

- Se revocará también, lo atinente con la concesión del amparo a los derechos fundamentales del mínimo vital, a la seguridad social, debido proceso e igualdad, contenida en la sentencia impugnada.

- Se confirmará parcialmente lo concerniente con la protección brindada a la garantía de petición, por cuanto se modificará al disponer que dentro del plazo señalado, se profiera decisión de fondo respecto de la solicitud de reconocimiento de pensión, sin condicionamiento respecto de su sentido. De todas maneras, en virtud de lo aquí analizado, no se podrá negar la pensión argumentando la falta de información proveniente de los Fondos de Pensiones Privados a los que en su momento estuvo afiliada la actora.
· 


5.- DECISIÓN 
En mérito de estas consideraciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el amparo concedido en el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, en lo que hace con los derechos fundamentales al mínimo vital, a la seguridad social, debido proceso e igualdad.

SEGUNDO: SE REVOCA la nulidad decretada respecto de la resolución número 3606 expedida el catorce (14) de julio de dos mil cuatro (2004).


TERCERO: Conforme con lo expuesto, SE CONFIRMA PARCIALMENTE lo relacionado con la protección brindada a la garantía de petición en cabeza de la señora ELOÍSA DUSSÁN DE MORALES. SE MODIFICA al disponer que dentro del plazo señalado, se profiera decisión de fondo respecto de la solicitud de reconocimiento de pensión, sin condicionamiento respecto de su sentido. De todas maneras, en virtud de lo aquí analizado, no se podrá negar la pensión argumentando la falta de información proveniente de los Fondos de Pensiones Privados a los que en su momento estuvo afiliada la actora.


CUARTO: 




SE REMITIRÁ  el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        

   
 VICENTE RODRÍGUEZ FEO
JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
La Secretaria de la Sala, 

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-634 de 2002.


� Cfr. Sentencias T-110/05 y T-1068 del 20-10-2005.


� Recuérdese que se considera de la tercera edad, la persona que ha alcanzado los setenta (70) años, de conformidad con T-076/96).


�[8] Ver también las sentencias T-577 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz, T-1294 de 2000 M.P. Fabio Morón Díaz, entre otras. 


� Sentencia T-911 del 01-09-2005 M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández 


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis.


� M.P. AlvaroÁlvaro Tafur Galvis.


� Sentencia SU–975 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis.


� Así también se procedió en la sentencia de tutela proferida por esta colegiatura el día 19 de febrero de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.  Radicación 660013104001-2003-00302-01.
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